
MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE
DE  LA  REPUBLICA  CON  EL  QUE
INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE
MODIFICA  NORMAS  SANITARIAS  Y
DE  ORDENAMIENTO  TERRITORIAL
PARA  LAS  CONCESIONES  DE
ACUICULTURA.
______________________________
SANTIAGO, 29 de agosto de 2011

M E N S A J E  Nº 145-359/

Honorable Cámara de Diputados:

En  uso  de  mis  facultades
constitucionales,  he  resuelto  someter  a
vuestra consideración el presente proyecto de
ley  que  modifica  normas  sanitarias  y  de
ordenamiento territorial para las concesiones
de acuicultura.

I. ANTECEDENTES.
En el año 2007 se desató una profunda crisis sanitaria que

afectó a la actividad de acuicultura por la diseminación del
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virus  Isav  impactando  a  la  especie  Salmon  salar,  la  más
relevante para la industria salmonicultora a esa fecha. Como
consecuencia de dicha crisis, se perdieron numerosos empleos y
bajó drásticamente la actividad económica en las regiones de los
Lagos y Aysén.

Lo anterior puso de manifiesto diversas
debilidades de la regulación sanitaria y de
ordenamiento  de  las  concesiones  de
acuicultura  otorgadas,  lo  que  llevó  a  la
dictación de la ley 20.434 que estableció una
serie de instrumentos que fijaron un nuevo
modelo para el ejercicio de la acuicultura.
Dicha  modificación  abarcó  más  aspectos  que
solo los referidos al cultivo de salmones.

De  este  modo,  entre  otras  cosas,  se
modificó  la  Ley  General  de  Pesca  y
Acuicultura en los siguientes aspectos:

a) Título concesional en relación al
plazo, garantías, registro, transferencias y
caducidades;

b) Emplazamiento  de  concesiones
contemplando  entre  otras  cosas,  la
compatibilidad de las áreas apropiadas para
la acuicultura con la zonificación del borde
costero;

c) Regulación  ambiental  y  sanitaria
previéndose,  entre  otras,  la  figura  de  la
agrupación  de  concesiones  que  implica  la
necesaria coordinación de operaciones entre
centros de cultivo;

d) Fortalecimiento de  las facultades
fiscalizadoras  del  Servicio  Nacional  de
Pesca;

e) Establecimiento  de  sanciones
administrativas para las infracciones que se
consideraron de mayor gravedad por incumplir
las  más  importantes  normas  ambientales  y
sanitarias previstas en el nuevo modelo;

f) Transparencia,  previéndose  la
publicación  periódica,  actualizada  y
obligatoria de información relevante sobre la
actividad;

g) Régimen  de  patentes  elevando  el
costo de los cultivos de especies exóticas, y
eliminando el doble costo de que eran objeto
las concesiones de superficie superior a 50
hectáreas.

A lo anterior, se adicionan normas sobre
ordenamiento territorial de las concesiones
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de acuicultura en las regiones de Los Lagos,
Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y
Magallanes, de que se trata en particular a
continuación.

En efecto, la ley 20.434 estableció una
suspensión de ingreso de las solicitudes de
concesión de acuicultura para el cultivo de
salmones y del otorgamiento de la misma clase
de concesiones en las regiones de Los Lagos,
Aysén y Magallanes. Sin embargo la forma que
asumió dicha suspensión fue distinta en cada
una  de  las  regiones  debido  a  la  diversa
realidad  que  presentaban  en  materia  de
concesiones  otorgadas  y  solicitudes  de
salmones  y  de  otro  tipo  de  cultivos  en
trámite.

En la región de Los Lagos la suspensión
fue  de  5  años  y  las  solicitudes  de
concesiones  de  salmones  pendientes  que  no
contaban con aprobación de proyecto técnico
por parte de la Subsecretaría de Pesca a la
fecha  de  dictación  de  la  ley,  fueron
denegadas. 

En la región de Aysén, en cambio, solo
se  suspendió  el  ingreso  de  solicitudes  de
concesiones para el cultivo de salmones por
el plazo de 2 años, sin que se otorgara al
mismo  tiempo  la  facultad  de  denegar  las
solicitudes de concesiones que se encontraban
pendientes a esa fecha. 

Tanto en Los Lagos como en Aysén se dio
la posibilidad de efectuar la relocalización
de concesiones otorgadas, de modo de permitir
a sus titulares buscar sectores donde pudiera
conseguirse  un  mejor  desempeño  ambiental  y
sanitario. 

La  solicitud  de  relocalización  opera
como  una  solicitud  completamente  nueva,
debiendo  en  consecuencia,  dar  cumplimiento
tanto a la zonificación del borde costero del
litoral  como  al  sistema  de  evaluación  de
impacto  ambiental,  y  la  aprobación  de  la
solicitud está condicionada a la renuncia de
la concesión que habilita la relocalización.

Por  otra  parte,  y  atendidas
circunstancias especiales que se presentaron
en  relación  al  emplazamiento  de  las
concesiones  otorgadas  que  podían  ser
relocalizadas, se previeron preferencias ante
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la competencia por un mismo sector. Dichas
preferencias beneficiaban: 

a) a  quienes  mayoritariamente
hubieran cultivado Trucha arcoíris o Salmón
Coho en los dos años previos a la ley (más
del 50% de su producción); y, 

b) a quienes salieran de un área de
uso incompatible con la acuicultura, conforme
a la zonificación del borde costero.

En  el  caso  del  cultivo  de  Trucha
arcoíris o Salmón Coho el fundamento de la
preferencia  estaba  en  el  distinto  ciclo
productivo  que  dichas  especies  tienen
respecto  del  Salmo  Salar  y,  por  ende,  se
pretendía por esta vía facilitar su ubicación
en  agrupaciones  de  concesiones  que
mantuvieran la misma especie. 

En el caso de la zonificación del borde
costero del litoral, se pretendía por esta
vía incentivar la salida de las concesiones
de acuicultura desde sectores que habían sido
definidos como preferentes para otros usos.

Finalmente, en Magallanes se suspendió
el ingreso de solicitudes y el otorgamiento
de  concesiones  por  el  plazo  de  un  año,
mientras  se  elaboraba  la  zonificación  del
borde costero del litoral y luego conforme a
ella,  se  modificarían  las  áreas  apropiadas
para  la  acuicultura.  En  Magallanes  no  se
autorizó  la  relocalización  de  concesiones
porque se suponía que a través del proceso de
zonificación se resolvería cualquier problema
derivado del emplazamiento de las concesiones
de acuicultura.

II. NECESIDAD DEL PROYECTO DE LEY.
En la implementación y ejecución de las

reformas antes indicadas se presentaron una
serie de situaciones que han entorpecido la
culminación  del  proceso  de  ordenamiento
previsto  en  la  ley  20.434,  lo  que  impide
asegurar  el  nuevo  modelo  de  desempeño
ambiental y sanitario. Asimismo, y como se
expondrá  en  los  siguientes  apartados,  este
proyecto  viene  a  subsanar  una  de  las
principales  dificultades,  como  es  el
vencimiento de los plazos previstos en la ley
20.434,  por  lo  que  para  que  tenga  plena
aplicación se requeriría que esta nueva norma
entre en vigencia con anterioridad a dicho
vencimiento.
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1. Problemas  que  se  presentaron  en  la
implementación  de  las  normas  sobre
ordenamiento territorial.
En  la  región  de  los  Lagos,  dado  la

escasa superficie disponible, la denegación
de  las  solicitudes  pendientes  y  el  amplio
plazo para tramitar las relocalizaciones (5
años  de  no  otorgamiento  de  concesiones  de
salmones  nuevas),  no  se  han  presentado
mayores dificultades para llevar adelante la
relocalización de concesiones. 

En la región de Aysén, en cambio, se ha
dado  un  fenómeno  que  perturba  la  normal
tramitación  de  las  relocalizaciones.  En
primer  lugar,  se  dejaron  pendientes  o  “en
latencia” las solicitudes en trámite, lo que
implica  que  las  relocalizaciones  deben
tramitarse  dentro  de  los  dos  años  de
suspensión de otorgamiento de las concesiones
porque  de  lo  contrario  las  antiguas
solicitudes recuperarán su prelación y, por
ende, el proceso de relocalización no podrá
culminarse. Dicho plazo vence el 8 de abril
de  2012  sin  que  a  la  fecha  hayan  podido
tramitarse  dichas  solicitudes  de
relocalización. 

En efecto, debido a que en la región de
Aysén quedaba superficie disponible, y no se
suspendió el ingreso de solicitudes de otro
tipo de cultivos distintos a salmones antes
de iniciar el proceso de relocalización se
presentaron 900 solicitudes para el cultivo
de mitílidos y de algas en la región. Esto ha
evitado la relocalización con solicitudes que
nunca antes se habían planteado y que por lo
demás, en el caso de los mitílidos, no son
recomendables  debido  a  las  extensas  áreas
afectadas por marea roja periódicamente en la
región. Lo anterior ha generado dificultades
en el proceso de relocalización, al entrar en
colisión  con  solicitudes  asociadas  a
proyectos que en muchos casos tienen serias
dificultades para poder llevarse a cabo.

En la región de Magallanes y producto de
la  zonificación,  varias  concesiones  de
acuicultura otorgadas quedaron en áreas que
fueron definidas de uso incompatible para la
acuicultura por lo que han quedado limitadas
a  lo  otorgado  a  la  fecha,  imposibilitando
toda ampliación de área o relocalización para
mejorar su desempeño ambiental o sanitario.
Por otra parte, en la región de Magallanes,
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como  resultado  del  proceso  de  zonificación
sólo se desafectaron áreas apropiadas para la
acuicultura y no se afectaron nuevas áreas,
debiendo  considerarse  además  que  en  esta
región  se  aplicará  el  nuevo  modelo  de
otorgamiento  que  consiste  en  establecer
mayores  distancias  entre  concesiones  (3
millas entre agrupaciones, al menos 5 millas
entre  macro  zonas  y  7  millas  respecto  de
centros de cultivo de reproductores). 

A lo anterior debe adicionarse que no
existe  en  la  región  de  Magallanes  la
posibilidad de relocalizar, por lo cual las
concesiones  ya  otorgadas  no  tienen
preferencia  para  salir  de  estas  áreas
incompatibles  con  la  acuicultura  a  otras
áreas  apropiadas  para  la  acuicultura  que
puedan declararse con posterioridad, que es
lo deseable.

2. Nueva  regulación  sanitaria  referida  a
distancias.
Se ha reconocido internacionalmente la

importancia  de  considerar  para  efectos
sanitarios,  distancias  entre  áreas  de
producción,  lo  que  unido  al  estudio  de
corrientes, permite diseñar en mejor medida
un  modelo  que  asegure  un  mejor  desempeño
ambiental y sanitario.

Atendido lo anterior, se ha previsto en
la  nueva  regulación  sanitaria,  distancias
entre  agrupaciones  de  concesiones  y  entre
macro zonas (conjunto de agrupaciones), esto
es, se trata de verdaderos “corredores” que
debieran estar libres de concesiones y que
permitirán  aislar  las  zonas  que  se  vean
afectadas  por  un  evento  sanitario.  Sin
embargo,  no  existen  en  la  actualidad
incentivos  en  la  ley  para  quienes  tengan
concesiones que queden en los corredores que
sean definidos por la Autoridad, lo que es
particularmente importante en las regiones de
Los Lagos y Aysén donde existe un importante
número de concesiones otorgadas.

3. Situación de los centros de acopio.
La ley estableció que no se otorgarían

nuevas  concesiones  ni  se  renovarían  las
concesiones  marítimas  para  la  operación  de
los centros de acopio (antes viveros) en la
medida que no se dictara un reglamento que
estableciera la tecnología o el procedimiento
para evitar la diseminación de patógenos por
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intercambio  de  aguas  en  destino.  Los  que
contaban con concesión marítima podían seguir
operando hasta que se terminara la vigencia
de la misma y las que vencían en los años
2009 o 2010 se entendían prorrogadas por el
solo  ministerio  de  la  ley  hasta  el  31  de
diciembre de 2011.

Esta drástica decisión se basaba en el
riesgo que implicaba la operación de estos
centros de acopio pero desconoce la utilidad
del servicio que ellos prestan. De hecho, su
reemplazo no sólo implica grandes inversiones
que no es posible realizar en el corto plazo
sino  que  además,  paraliza  prácticamente  la
actividad económica de los denominados well
boats e inviabiliza la producción de especies
cuya calidad disminuye sustantivamente con el
paso del tiempo, como en el caso de la Trucha
arcoíris y el Salmón coho.

Reconociendo  la  necesidad  de  regular
nuevas  condiciones  de  operación  existe  una
propuesta  técnica  que  se  hace  cargo
adecuadamente de los riesgos sanitarios pero
la  condición  impuesta  por  la  ley,  en  el
sentido que el reglamento regule condiciones
relacionadas con el “no intercambio de aguas
en  destino”  es  imposible  de  cumplir.  En
efecto,  técnicamente,  en  la  actualidad,  no
existe mecanismo alguno que garantice dicha
premisa.  

4. Infracciones y sanciones.
En  cuanto  a  las  infracciones,  la  ley

previó sanciones administrativas para el caso
de incumplimiento de aquellas medidas que se
determinaron  como  claves  dentro  del  nuevo
sistema (actual artículo 118 ter de la Ley
General  de  Pesca  y  Acuicultura):  descanso
sanitario, sea o no coordinado, densidad de
cultivo y siembra de ejemplares en un nuevo
ciclo  productivo  sólo  si  existen  informes
ambientales positivos aprobados. 

A  la  fecha  se  ha  constatado  que  la
sanción para la primera infracción (multa que
va  entre  2.000  y  3.000  UTM)  no  es  lo
suficientemente  persuasiva  del  cumplimiento
de las normas sanitarias y ambientales, por
lo  que  aparece  como  necesario  modificarla
para que cumpla su objetivo. En efecto, en
ocasiones el pago de la multa es un costo
menor que el beneficio que otorga mantener
los  ejemplares  en  cultivo  más  allá  de  la
fecha  en  que  debe  comenzar  el  descanso
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sanitario,  lo  que  perjudica  los  objetivos
sanitarios de la medida.

5. Pequeños  acuicultores  y  pago  de  la
patente única de acuicultura.
Dentro  de  la  actividad  de  acuicultura

existe  un  segmento  que  adolece  de  serias
carencias de recursos, acceso a crédito, que
con  mucho  esfuerzo  ha  conseguido  sus
concesiones  de  acuicultura  que  le  otorga
mínimos ingresos, pero que complementa otras
actividades  que  le  permite  sobrevivir,
particularmente  en  sectores  aislados.  De
hecho, conforme al proyecto FIP del Fondo de
Investigación  Pesquera  FIP  2004-26
“Diagnóstico  de  la  acuicultura  de  pequeña
escala en Chile”, más de un 83% de quienes
cultivan alga se encuentran en las categorías
de  indigencia  y  pobreza,  principalmente  en
las  comunas  de  Maullín,  Puerto  Montt  y
algunas provincias de la comuna de Chiloé.
Dichos  acuicultores  aportan  anualmente  al
fisco  una  cifra  de  $67.113.000  al  año
(calculada  la  superficie  otorgada  por  el
valor de la UTM del mes de julio de 2011).

Sin  embargo,  debido  a  sus  limitadas
posibilidades, a las variaciones de precio,
al escaso valor de la especie que cultivan, a
la  falta  de  tecnificación  y  de  apoyo
crediticio, han incurrido en la falta de pago
de la patente única de acuicultura pero a su
vez, han sido objeto de condonación de las
deudas mediante sucesivas leyes. 

En este contexto, y encontrándose en la
actualidad  en  causal  de  caducidad  las
concesiones de este tipo de acuicultores, se
hace necesario una nueva condonación a fin de
evitar la pérdida de este importante bien que
les permite obtener parte de sus ingresos y
proponer una solución más definitiva como es
una exención para las personas naturales que
integran este segmento. 

6. Facultades  del  Servicio  Nacional  de
Pesca.
Atendida la multiplicidad de situaciones

que han surgido con ocasión de la vigilancia
y  el  control  de  las  enfermedades,  se  ha
constatado  que  se  requiere  fortalecer  las
facultades del Servicio Nacional de Pesca en
materia de inspección de recintos, registro e
incautación  de  productos  biológicos,  cuyo
tratamiento  inadecuado  puede  ser  una
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importante  fuente  de  diseminación  de
enfermedades.

7. Utilización  del  posicionador  satelital
por  embarcaciones  prestadoras  de
servicios a los centros de cultivo.
La ley previó el uso del posicionador

satelital por parte de las embarcaciones que
prestan servicios a los centros de cultivo
reenviando al sistema previsto para las naves
pesqueras. Sin embargo existe un punto donde
la  regulación  única  desconoce  realidades
diversas. 

En el caso de las naves pesqueras, ante
una falla del dispositivo que no es posible
remediar, se exige el regreso al puerto de
origen. Dicha norma resulta aplicable a las
embarcaciones  de  la  acuicultura  pero  el
efecto  es  pernicioso  en  este  caso  porque
puede que la embarcación haya partido de un
puerto ubicado en un área que presenta un
menor riesgo sanitario y la falla se presente
cuando ya ha transitado por un área de mayor
riesgo.  En  tal  evento,  resulta  más
conveniente  permitir  que  la  embarcación
continúe su tránsito hasta el próximo puerto
de destino informado en el zarpe.

8. Pago de la patente única pesquera y de
acuicultura.
Por  la  ley  16.528  del  año  1966  se

establecieron  una  serie  de  exenciones
tributarias  destinadas  a  promover  las
exportaciones. Dicha ley pretendía promover
el  sector  exportador  chileno  mediante  el
establecimiento de una serie de exenciones de
tributos de diversa naturaleza que pudieran
estar  gravando  actividades  económicas,  en
cuanto ellas destinaran sus productos a la
exportación.

Sin embargo, casi treinta años más tarde
se  dicta  la  Ley  General  de  Pesca  y
Acuicultura que contempla:

a) una patente única pesquera en el
artículo 43; y,

b) una  patente  única  de  acuicultura
en el artículo 84. 

En ambos casos, se trata de actividades
económicas específicamente reguladas por un
estatuto especial, la mencionada Ley General
de Pesca y Acuicultura en que se reconoce un
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importante  segmento  destinado  a  la
exportación.

En el caso de la pesca es de destacar
que la ley N° 19.713 sobre límite máximo de
captura por armador aumenta la patente que
corresponde pagar a quienes operen sujetos a
dichos límites máximos. Esto es, en el año
2001 y como consecuencia del nuevo estatuto
que regiría la actividad pesquera industrial
el legislador previó un nuevo régimen de pago
de patentes pesqueras.

Por  su  parte,  la  acuicultura  es  una
actividad claramente de vocación exportadora.
De hecho, uno de los elementos más relevantes
en los últimos años ha sido la apertura de
mercados  y  el  cumplimiento  de  las  más
estrictas medidas sanitarias y de inocuidad
alimentaria  que  progresivamente  han  sido
exigidas  a  nuestros  productores  por  los
mercados internacionales.

En  este  contexto,  el  legislador  ha
modificado en diversos aspectos la regulación
de  la  patente  única  de  acuicultura.  Cabe
citar al respecto dos leyes:

a) La  ley  20.033  que  estableció  que
las patentes de acuicultura deben destinarse
en un 50% a la región en que se encuentra el
centro de cultivo y el otro 50% a la comuna
respectiva; y,

b) La ley 20.434 que elevó el monto de
la  patente  única  de  acuicultura  para  el
cultivo de especies exóticas.

A  través  de  tales  modificaciones  el
legislador ha dado cuenta de la necesidad de
realizar  ajustes  a  las  patentes  de
acuicultura,  por  una  parte,  para  que  la
actividad beneficie al territorio con el que
se  identifica  claramente,  tal  como  es
autorizado por el artículo 19 N° 20 de la
Constitución Política de la República y, por
otra parte, para que el cultivo de especies
exóticas  que  tiene  un  mayor  impacto
medioambiental, tenga un trato diferenciado. 

En el contexto descrito, que se traduce
en  sucesivas  modificaciones  del  régimen  de
patente pesquera y de acuicultura vinculado a
sus  estatutos  específicos,  no  es  coherente
concebir  que  el  legislador  realizara  tales
modificaciones sucesivas si, al mismo tiempo,
a  través  de  la  ley  16.528  los  sujetos
gravados podrán ampararse en una exención que
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fue  dictada  en  una  época  y  bajo
circunstancias  absolutamente  diversas  de
aquéllas  que  ha  considerado  el  legislador
para fijar dichos estatutos diferenciados y
específicos  de  las  actividades  de  pesca  y
acuicultura.

No  obstante  lo  anterior,  existe  una
razonable diferencia de interpretaciones, por
lo que resulta necesario realizar los ajustes
normativos  que  eviten  eludir  los  objetivos
perseguidos  por  el  legislador  con  las
patentes de la ley de pesca, dando además
mayor  certeza  jurídica  a  los  actores  del
sector.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY.
Conforme  con  lo  señalado

precedentemente, el proyecto de ley que se
presenta  a  la consideración  del  Congreso
Nacional tiene por contenido las siguientes
materias:

1) Perfeccionar  las  normas  sobre
ordenamiento  territorial  de  la  ley  20.434,
considerando:

a) Aumentar  de  2  a  5  años  la
suspensión de otorgamiento de concesiones y
denegar todas las solicitudes en trámite que
no sean de relocalización en la región de
Aysén;

b) Limitar la preferencia por el
cultivo de Trucha arcoíris y Salmón coho a
las  solicitudes  presentadas  hasta  el  8  de
abril de 2011;

c) Extender  la  posibilidad  de
relocalizar a la región de Magallanes;

d) Prever como  preferencia para
la relocalización que la concesión que quede
dentro de los corredores entre agrupaciones o
macro-zonas  sea  considerada  en  un  área
incompatible  con  la  acuicultura.  Dicha
preferencia  operará  por  el  sólo
establecimiento de la distancia que realice
la Subsecretaría de Pesca.

2) En el caso de los centros de acopio,
se propone eliminar la condición impuesta a
la regulación que consiste en garantizar el
“no intercambio de aguas en destino” dejando
de este modo que la regulación se refiera a
lo que es técnicamente factible. Además se
propone ajustar los plazos de operación de
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los  centros  de  acopio  cuyas  concesiones
marítimas han vencido o vencerán próximamente
de  modo  de  dar  tiempo  para  dictar  el
reglamento y permitir que se ajusten a sus
disposiciones.

3) En  el  caso  de  las  infracciones  y
sanciones se prevé un cambio de la multa que
va desde 2.000 a 3.000 UTM, por una multa
equivalente  al  valor  de  cosecha  de  los
ejemplares que sean objeto de la infracción.
Asimismo,  se  aumentan  los  plazos  de
suspensión de operaciones que trae aparejada
la sanción. 

4) En el caso de la patente única de
acuicultura de pequeños acuicultores de algas
se propone:

a) Condonación  de  la  deuda  por
patente  y  exención  para  las  personas
naturales  que  sean  titulares  de  una  sola
concesión que no exceda de una hectárea de
superficie.  Esta  condonación  y  exención
asciende  a  un  monto  total  de  $9.364.000
(calculado  al  valor  de  la  UTM  del  mes  de
julio de 2011) y beneficia a un total de 298
personas.

b) Condonación  de  la  deuda  de
patente para las organizaciones de pescadores
artesanales cuya concesión no exceda de 50
hectáreas  de  superficie  y  si  la  concesión
excede de 50 hectáreas, tenga una proporción
de superficie por afiliado que no exceda de
una hectárea. Esta condonación asciende a un
total de $57.749.000 (calculado al valor de
la UTM del mes de julio de 2011) y beneficia
a 47 organizaciones y un total aproximado de
1.500 personas.

5) En  materia  de  facultades  del
Servicio Nacional de Pesca se incorpora la
inspección,  registro  e  incautación  de
productos biológicos en laboratorios, centros
de experimentación y otros. 

6) En materia de las patentes de la ley
de  pesca,  se  establece  que  ni  la  patente
única  pesquera  ni  la  de  acuicultura  se
entenderán  comprendidas  dentro  de  las
exenciones a que se refiere la ley 16.528.

En  consecuencia,  tengo  el  honor  de
someter a vuestra consideración, el siguiente
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P R O Y E C T O  D E  L E Y:

Artículo 1°.- Modifícase  la  Ley  20.434  que  modificó  la  Ley
General de Pesca y Acuicultura en materia de Acuicultura en el
sentido siguiente:

1) Modifícase  el  artículo  2°  en  el  sentido
siguiente:

a) Intercálase  en  su  inciso  3°,  después
del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración
final:  “Las  solicitudes  de  concesiones  de  acuicultura,
cualquiera  sea  la  especie  o  grupo  de  especies  a  cultivar,
presentadas en la Undécima Región de Aysén del General Carlos
Ibáñez del Campo, que no se encuentren en los casos previstos en
los incisos anteriores, deberán ser denegadas.”.

b) Derógase el inciso 5°.

c) Agrégase en el inciso final, después de
la frase “Los Lagos” la frase “y en la Undécima Región de Aysén
del General Carlos Ibáñez del Campo”.

2) Modifícase  el  artículo  5°  en  el  sentido
siguiente:

a) Reemplázase en su inciso 1° la frase “y
Undécima  de  Aysén  del  General  Carlos  Ibáñez  del  Campo”,  por
“Undécima  de  Aysén  del  General  Carlos  Ibáñez  del  Campo  y
Duodécima de Magallanes y Antártica Chilena”.

b) Derógase el inciso 6°.

c) Agrégase  en  el  inciso  7°,  a
continuación  del  punto  aparte  que  pasa  a  ser  seguido  la
siguiente  oración:  “Esta  preferencia  sólo  será  aplicable
respecto  de  las  solicitudes  de  relocalización  que  hayan  sido
presentadas antes del 8 de abril de 2011.”.

d) Agrégase el siguiente inciso final:

“Para  los  efectos  de  la  preferencia
antes señalada, se considerará que la concesión de acuicultura
se encuentra en un área de uso incompatible con la acuicultura
cuando quede emplazada en un sector que sea declarado por la
Subsecretaría  como  una  franja  de  distancia  obligatoria  entre
agrupaciones  de  concesiones  o  de  macro  zonas  por  razones
sanitarias y con el sólo mérito del acto que así lo establezca,
de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo
86.”.
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3) Modifícase el artículo 2° transitorio en el
sentido siguiente:

a) Elimínase en el inciso 2° la frase “por
intercambio de aguas en destino”.

b) Reemplázase  en  el  inciso  3°  la  frase
“los años 2009  o 2010” por “entre los años 2009 y 2011” y el
guarismo “2011” por “2012”.

Artículo 2°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura
cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por
D.S.  N°  430  de  1991  del  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y
Reconstrucción, en el sentido siguiente:

1) Modifícase el artículo 64 D en el sentido
siguiente:

a) Intercálase  el  siguiente  inciso  5°
nuevo: 

“Lo dispuesto en el inciso precedente
no será aplicable a las embarcaciones que prestan servicios a
los centros de cultivo en el caso que les sea exigible el uso
del sistema de posicionamiento automático de conformidad con los
artículos 86 ter y 122 letra l). Para estas embarcaciones en el
evento  de  no  producirse  la  regularización  del  sistema  de
posicionamiento  dentro  de  las  seis  horas  siguientes  a  su
detección,  la  nave  podrá  continuar  la  navegación  hasta  su
destino informado al zarpe. Si persiste la falla del sistema, la
nave no podrá continuar prestando servicios a los centros de
cultivo.”.

b) Reemplázase en el inciso 5°, que pasa a
ser 6°, la oración “la infracción establecida en la letra h) del
artículo  110”  por  “las  infracciones  establecidas  en  los
artículos 110 letra h) y 86 ter, según corresponda.”.

2) Reemplázase los incisos 5° y 6° del artículo
84 por los siguientes incisos:

“Se  exceptúan  además  de  las  disposiciones
contenidas  en  el  presente  artículo,  las  concesiones  de
acuicultura otorgadas para desarrollar actividades de cultivo de
algas, cuya extensión total sea igual o menor a una hectárea y
cuyo titular no posea más concesión que aquella que le permite
acogerse a esta excepción.

Se exceptúan, asimismo, de las disposiciones
contenidas en este artículo, por un período de tres años, a
contar de la fecha de publicación en el Diario Oficial de la
resolución que las autoriza, las concesiones de acuicultura de
que sean titulares las organizaciones de pescadores artesanales,
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cualquiera que sea el tipo de cultivo, cuando la proporción de
superficie total, dividida por el número total de afiliados sea
igual o menor a 0,5 hectáreas.”.

3) Elimínase en el inciso 2° del artículo 90
bis la oración “por intercambio de aguas en destino”.

4) Modifícase el artículo 118 ter en el sentido
siguiente:

a) Reemplázase  el  inciso  2°  por  los
siguientes dos incisos:

“En el caso de la letra a) anterior, el
titular del centro de cultivo en que se hubiere cometido la
infracción  será  sancionado  con  multa  equivalente  al  valor  de
cosecha de los ejemplares sembrados. En el caso de la letra b)
anterior, el titular del centro de cultivo en que se hubiere
cometido la infracción será sancionado con multa equivalente al
valor de cosecha de los ejemplares que exceden el número fijado
para  dar  cumplimiento  a  la  densidad  de  cultivo  o  de  los
ejemplares que permanecieron en el centro de cultivo excediendo
el  período  de  descanso.  En  todos  estos  casos,  además  se
sancionará con la suspensión de las operaciones del centro de
cultivo  por  los  dos  ciclos  productivos  siguientes  al  de  la
infracción. 

El valor de cosecha se fijará en el mes
de enero y junio de cada año por resolución de la Subsecretaría,
previo informe técnico que dé cuenta del promedio de precios
previstos  para  la  especie  respectiva  en  el  informe  de
exportaciones de Aduana los últimos seis meses.”.

b) Reemplázanse en el inciso 3°, que pasó
a ser 4°, la expresión “tres años” por la siguiente oración:
“cinco años y con la multa indicada en el inciso anterior” y la
frase “antes indicada” por “indicadas en el presente inciso y el
precedente.”.

c) Elimínase en el inciso final la oración
“Podrá reclamarse de la resolución que impone la sanción ante el
Ministro  en  el  plazo  de  10  días  hábiles,  contados  desde  la
notificación  de  la  resolución,  el  que  deberá  resolver  en  el
plazo de 15 días hábiles.

d) Agrégase  los  siguientes  incisos
finales:

“Los sancionados dispondrán de un plazo
de  10  días  hábiles,  contados  desde  la  notificación  de  la
resolución sancionatoria, para reclamar de ella ante la Corte de
Apelaciones  que  corresponda,  la  que  deberá  pronunciarse  en
cuenta  sobre  la  admisibilidad  del  reclamo  y  si  ésta  se  ha
interpuesto dentro del término legal.

Admitido  el  reclamo,  la  Corte
suspenderá  la  sanción  reclamada  y  dará  traslado  por  10  días
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hábiles  a  la  Subsecretaría.  Evacuado  el  traslado  la  Corte
ordenará traer los autos en relación, agregándose la causa en
forma extraordinaria a la tabla del día siguiente, previo sorteo
de la sala cuando corresponda. 

La Corte dictará sentencia dentro del
término de 10 días.”.

5) Modifícase  el  artículo  122  en  el  sentido
siguiente:

a) Intercálase el siguiente párrafo 2° a
la letra a):

“Asimismo,  el  Servicio  podrá
inspeccionar y registrar laboratorios de diagnóstico, centros de
experimentación  u  otros  que  utilicen  productos  biológicos  de
especies hidrobiológicas.”.

b) Intercálase  en  la  letra  c)  a
continuación  de  la  palabra  “exportación”,  la  expresión  “e
importación”.

c) Intercálase  en  la  letra  f)  a
continuación  de  la  palabra  “extractiva”  la  frase  “y  de
acuicultura”.

6) Intercálase  en  el  inciso  1°  del  artículo
129,  después  de  las  expresiones  “o  procesadas,”  la  frase
precedida de una coma “y los productos biológicos de especies
hidrobiológicas,”; y agrégase la siguiente oración final pasando
el punto aparte a ser seguido: “En el caso de los productos
biológicos  de  especies  hidrobiológicas,  el  Servicio  podrá
inactivar  o  destruir  estos  productos,  previa  autorización
judicial.”.

Artículo 3°.- Condónase el 100% de las deudas por concepto de
patente única de acuicultura devengadas y no pagadas a la fecha
de  publicación  de  la  presente  ley  a  los  titulares  de  una
concesión de acuicultura otorgada exclusivamente para el cultivo
de algas, y que se encuentren en alguno de los siguientes casos:

a) Ser  persona  natural  cuya  única  concesión
tenga una extensión total inferior a una hectárea, o,

b) Ser una organización compuesta, a la fecha
de  publicación  de  esta  ley,  exclusivamente  por  pescadores
artesanales,  cuya  única  concesión  de  acuicultura  tenga  una
extensión total igual o inferior a 50 hectáreas; o,

c) Ser una organización compuesta a la fecha de
publicación  de  esta  ley,  exclusivamente  por  pescadores
artesanales, cuya única concesión de acuicultura, cualquiera sea
su  extensión  total,  tenga  una  proporción  de  superficie  por
afiliado que no exceda de una hectárea.
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Artículo 4°.- Las patentes únicas, pesquera y de acuicultura,
establecidas  en  la  Ley  General  de  Pesca  y  Acuicultura  o  la
normativa que la reemplace, no quedarán comprendidas bajo ningún
concepto dentro de las exenciones a que se refiere la ley N°
16.528 o la normativa que la reemplace.”.

Dios guarde a V.E.,

SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE 
Presidente de la República

FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN
Ministro de Hacienda

PABLO LONGUEIRA MONTES
Ministro de Economía,
Fomento y Turismo

ANDRES ALLAMAND ZAVALA
      Ministro de Defensa 


